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Sumilla:  "(…) no es posible alegar desconocimiento o negar el registro de la 
ejecución de la obra por parte del Impugnante, toda vez que 
aquella se debía realizar una vez ingresado su usuario y contraseña, 
información confidencial y de responsabilidad por parte de los 
proveedores del Estado; además, el sistema requería de 
confirmación en cada etapa del registro y una vez culminado, se 
remitía a la base de datos del OSCE para que, se consigne en su 
reporte de récord, situación que se evidenció de lo informado por la 
Subdirección de Servicios de Información Registral y Fidelización del 
Proveedor  (...).” 

 
   Lima, 3 de marzo de 2023. 
 

 VISTO en sesión del 3 de marzo de 2023 de la Quinta Sala del Tribunal de 
Contrataciones del Estado, el Expediente N° 3227/2019.TCE, sobre el recurso de 
reconsideración interpuesto por la empresa Construcción y Servicios Logísticos S.A     
contra la Resolución N° 0556-2023-TCE-S5 del 3 de febrero de 2023; y, atendiendo a los 
siguientes: 
 

I. ANTECEDENTES: 
 

1. El 3 de febrero de 2023 la Quinta Sala del Tribunal de Contrataciones del Estado, 
en adelante el Tribunal, en el trámite del Expediente N° 478/2019.TCE, emitió la 
Resolución N° 0556-2023-TCE-S5, en adelante la Resolución, a través de la cual 
sancionó a las empresas Construcción y Servicios Logísticos S.A., Inversiones Adri 
Contratistas E.I.R.L. y Hércules Nemea Sociedad Anónima Cerrada - Hércules 
Nemea S.A.C., por un periodo de cuarenta y dos (42) meses respectivamente, de 
inhabilitación temporal en sus derechos de participar en procedimientos de 
selección, procedimientos para implementar o extender la vigencia de los 
Catálogos Electrónicos de Acuerdo Marco y de contratar con el Estado, por su 
responsabilidad al haber presentado documentación falsa ante la Municipalidad 
Distrital de Castilla en adelante la Entidad, en el marco de la Contratación Pública 
Especial Nº 01-MDC-2019-MDC.CS (primera convocatoria) adelante el 
procedimiento de selección, infracción tipificada en el literal j) del numeral 50.1 
del artículo del artículo 50 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 30225, Ley de 
Contrataciones del Estado, aprobado por el Decreto Supremo N° 82-2019-EF. 
 

2. Los principales fundamentos de la Resolución fueron: 
 

 La imputación efectuada contra las empresas Construcción y Servicios 
Logísticos S.A., Inversiones Adri Contratistas E.I.R.L. y Hércules Nemea 
Sociedad Anónima Cerrada - Hercules Nemea S.A.C., en adelante el 
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Consorcio, versó en haber presentado supuesta documentación falsa o 
adulterada e información inexacta ante la Entidad, consistente en la 
siguiente documentación: 
 
Presunta documentación falsa o adulterada consistente en: 
 
a) Carta s/n del 20 de mayo de 2019 emitida por la compañía AVLA Perú 

Compañía de Seguros S.A. presentada por el Consorcio como Anexo 
N° 9 - Carta de referencia bancaria. 

 
b) Anexo N° 1 - Carta de presentación de oferta presuntamente firmado 

por el señor Eduardo Sánchez Espejo y cuya firma se encuentra 
legalizada por el Notario Alfonso De la Cruz Ríos. 

 
c) Anexo N° 3 - Declaración Jurada (Art. 37.2 del Reglamento) del 21 de 

mayo de 2019, presuntamente firmado por el señor Eduardo Sánchez 
Espejo. 

 
d) Anexo N° 5 - Oferta Económica del 21 de mayo de 2019, 

presuntamente firmado, entre otros, por el señor Eduardo Sánchez 
Espejo y cuya firma se encuentra legalizada por el Notario Alfonso De 
la Cruz Ríos. 

 
e) Anexo N° 8 - Contrato de Consorcio del 21 de mayo de 2019, 

presuntamente firmado, entre otros, por el señor Eduardo Sánchez 
Espejo y cuya firma se encuentra legalizada por el señor Alfonso De la 
Cruz Ríos. 

 

 En principio, se verificó que los documentos cuestionados formaron parte 
de la oferta del Consorcio. 
 

 En la Resolución previamente al análisis de imputación de cargos, se tuvo 
que la empresa Construcción y Servicios Logísticos S.A. [a través de su 
representante legal, el señor Eduardo Sánchez Espejo] con ocasión a sus 
descargos, negó haberse registrado, suscrito y haber presentado la oferta 
en el procedimiento de selección, así como los Anexos Nº 1, 3, 5, 8 y 9 
que formaron parte de la oferta del Consorcio. 

 
Al respecto, se requirió al Registro Nacional de Proveedores (RNP) del 
OSCE informe si dicha empresa solicitó Constancia de libre contratación, 
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después de haberse adjudicado la buena pro del procedimiento de 
selección y si efectuó, como ejecutor de obras, la declaración del récord 
de la obra derivada del mismo. 
Ante dicha consulta, la Subdirección de Servicios de Información Registral 
y Fidelización del Proveedor informó que la referida empresa solicitó y 
obtuvo la constancia de capacidad libre de contratación (CCLC) 
N° 001931-2019 relacionada al procedimiento de selección, y que 
además, en su récord de obra del mes de julio a noviembre de 2019 se 
consigna la declaración del procedimiento de selección con una 
participación del 50% (S/2,245 000.00); información que se condice con 
la consignada en el Anexo N° 8 - Contrato de Consorcio del 21 de mayo 
de 2019. Lo cual desvirtúo ampliamente lo alegado por la empresa 
Construcción y Servicios Logísticos S.A. 

 
 En cuanto a la supuesta falsedad o adulteración consistente en la Carta 

s/n del 20 de mayo de 2019 emitida por la compañía AVLA Perú Compañía 
de Seguros S.A. presentada por el Consorcio como Anexo N° 9 - Carta de 
referencia bancaria. 

 
- Al respecto, en la Resolución se advirtió que, como parte de las 

acciones de fiscalización posterior realizadas por la Entidad, se obtuvo 
el correo del 2 de setiembre de 2019 de la compañía AVLA Perú 
Compañía de Seguros S.A. a través del cual la señora Natalia Espejo, 
Sub Gerente Comercial, negó haber emitido dicho documento. 
 

- Frente a ello, ninguno de los integrantes del Consorcio desvirtuó tales 
manifestaciones.  

 
- Es así que, en la Resolución recurrida se señaló que, para la 

configuración de la infracción imputada, se debe considerar la 
declaración del órgano emisor validando o no la emisión y/o 
suscripción del mismo. Respecto de esto último, en el presente caso 
se cuenta con el pronunciamiento expreso del supuesto órgano 
emisor [compañía AVLA Perú Compañía de Seguros S.A.] quien ha 
señalado clara y expresamente que no ha emitido dicho documento, 
acreditándose con ello su falsedad. 

 

 Respecto a la supuesta falsedad o adulteración consistente en el Anexo 
N° 1 - Carta de presentación de oferta, Anexo N° 5 - Oferta Económica del 
21 de mayo de 2019, y Anexo N° 8 - Contrato de Consorcio del 21 de mayo 
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de 2019, presuntamente firmado, entre otros, por el señor Eduardo 
Sánchez Espejo y cuya firma se encuentra legalizada por el señor Alfonso 
De la Cruz Ríos. 

 
- Sobre ello, en el marco de la fiscalización posterior, la Entidad obtuvo 

la Carta Nº 06-2019-NDLC-B-S del 2 de setiembre de 2019, remitida 
por el Notario de Lima Alfonso De La Cruz Ríos a través del cual señaló 
que las legalizaciones obrantes en dichos documentos no le 
pertenecen. 
 

- Es así que, la Resolución reiteró que para determinar la falsedad de 
un documento, este Tribunal ha sostenido en reiterados y uniformes 
pronunciamientos emitidos1, que resulta relevante valorar la 
declaración efectuada por el supuesto agente emisor y/o suscriptor 
del documento cuestionado, manifestando no haberlo expedido, no 
haberlo suscrito o haberlo efectuado en condiciones distintas a las 
expresadas en el documento objeto de análisis. 

 
- Por lo que, en el caso concreto se cuenta con la declaración del 

Notario que supuestamente legalizó las firmas consignadas en el 
documento objeto de análisis, el señor Alfonso De La Cruz Ríos, quien 
desconoce haber realizado dicha actuación notarial, precisando que 
la firma y los sellos utilizados no corresponden a su Despacho 
Notarial; acreditándose con ello la falsedad de los Anexos Nº 1, 5 y 8. 

 

 Respecto a la supuesta falsedad y/o adulteración del Anexo N° 3 - 
Declaración Jurada (Art. 37.2 del Reglamento) del 21 de mayo de 2019, 
presuntamente firmado por el señor Eduardo Sánchez Espejo 
(representante legal de la empresa Construcción y Servicios Logísticos 
S.A.). 
 
- Al respecto, se imputó la supuesta falsedad de dicho documento en 

mérito a la manifestación brindada por el señor Eduardo Sánchez 
Espejo representante legal de la empresa Construcción y Servicios 
Logísticos S.A., quien negó que la firma y sello consignados en dicho 
documento le pertenecieran, declaración que fue ratificada durante 

                                                
1  Resoluciones N° 2531-2016-TCE-S4, N° 1139-2016-TCE-S4, N° 468-2016-TCE-S4, N° 603-2014-TC-S3, N° 629-2014-TC-S3, N° 

273-2014-TC-S2, N° 284-2014-TC-S2, Nº 1412-2009-TC-S3, Nº 1453-2009-TC-S3, Nº 1232-2009-TC-S3, Nº 1820-2009-TC-S3, 
y Nº 2834-2009-TC-S3, entre otras. 
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el presente procedimiento administrativo sancionador, con ocasión 
de sus descargos. 
 

- Sobre ello, se sostuvo que lo manifestado por la empresa 
Construcción y Servicios Logísticos S.A., en sus descargos, constituye 
una declaración de parte que pretende demostrar que no ha 
participado en el procedimiento de selección como integrante del 
Consorcio; sin embargo, obraron en el expediente otros medios de 
prueba que desvirtuaron dichos alegatos, habiéndose verificado su 
participación en el procedimiento de selección. 

 

 De otro lado, respecto al análisis de individualización de 
responsabilidades, se advirtió que los documentos aportados no 
permiten la individualización respecto de alguno de los consorciados. 

 

 De ese modo, se corroboró la responsabilidad administrativa de los 
integrantes del Consorcio, en la comisión de la infracción tipificada en el 
literal j) del numeral 50.1 del artículo 50 de la Ley.   

 
La Resolución fue notificada el 3 de febrero de 2023 a los integrantes del Consorcio 
mediante publicación en el Toma Razón Electrónico del Organismo Supervisor de 
las Contrataciones del Estado - OSCE, conforme a lo establecido en la Directiva 
Nº 008-2012/OSCE/CD2. 
 

3. Mediante escrito s/n presentado el 10 de febrero de 2023 ante la Mesa de Partes 
Virtual del Tribunal, la empresa Construcción y Servicios Logísticos S.A. en 
adelante el Impugnante, presentó recurso de reconsideración, argumentando lo 
siguiente: 
 

 La Resolución recurrida no ha considerado que como parte de sus descargos 
y en audiencia pública su representada acreditó que las firmas y sellos 
consignados en los documentos cuestionados, no le pertenecían. 
 

 Los sellos y firmas consignados en los anexos y en su documento nacional de 
identidad, difieren entre sí. 

 

                                                
2              Disposiciones que regulan la emisión de decretos y resoluciones y/o acuerdos del tribunal de contrataciones del estado y 

su notificación, asi como la programación de audiencias y lectura de expedientes. 
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 La Resolución recurrida no realiza un adecuado análisis ni fundamentación 
para determinar que su representada si formó parte del Consorcio, ello es a 
partir de la información y documentación remitida por la Subdirección de 
Servicios de Información Registral y Fidelización del Proveedor. 
 

 Afirma que, “(...) a simple vista se puede determinar que la firma y sello que 
aparece en la SOLICITUD PARA LA EXPEDICION DE CONSTANCIA DE NO 
ESTAR INHABILITADO O SUSPENDIDO PARA CONTRATAR CON EL ESTADO O 
DE CAPACIDAD LIBRE CONTRATACION, es exactamente igual a las firmas y 
sellos que aparecen en el ANEXO N° 1, ANEXO N° 3, ANEXO N° 5 y ANEXO 
N° 8; los mismos que NO corresponden a mí persona, NI tampoco a mí 
representada (...)” (sic) [El resaltado es agregado] 

 
 La Resolución recurrida habría incurrido en causal de nulidad, por no haber 

sido debidamente motivada. 
 

 Solicita, por ende, que se deje sin efecto la imposición de sanción contra su 
representada. 

 

4. Por Decreto del 13 de febrero de 2023, se puso a disposición de la Quinta Sala del 
Tribunal el recurso de reconsideración presentado por el Impugnante; asimismo, 
se programó audiencia para el 21 del mismo mes y año, la cual se llevó a cabo con 
la participación del representante del Impugnante. 
 

5. A fin de contar con mayores elementos de convicción, este Colegiado –por medio 
del Decreto del 27 de febrero de 2023– requirió la siguiente información: 

 
“(...) 
Al REGISTRO NACIONAL DE PROVEEDORES: 
 
Con ocasión de la audiencia pública, la empresa Construcción y Servicios Logísticos S.A. (integrantes del 
Consorcio Campolo) alegó que el récord de obra de los meses 07/2019, 08/2019, 09/2019, 10/2019 y 
11/2019 en los cuales figura la declaración de la Contratación Pública Especial Nº 01-MDC-2019-MDC.CS 
(primera convocatoria) que consigna el monto contratado de acuerdo a su porcentaje de participación 
del 50% (S/ 2,245 000.00 soles), habría sido “cargado” de manera automática por el sistema electrónico 
del Registro Nacional de Proveedores y no propiamente por el referido proveedor. En tal sentido se le 
solicita brindar la siguiente información y documentación: 
 
 
·         Sírvase informar el procedimiento mediante el cual, durante el año 2019, se realizaba el registro 
del récord de obra de los proveedores del Estado, y si dicho procedimiento, en efecto, se efectuaba de 
manera automática sin mediar declaración expresa por parte de aquellos. 
 
 
·         Sírvase informar si la empresa Construcción y Servicios Logísticos S.A., como ejecutor de obras, 
siguió algún procedimiento para la declaración de la obra derivada de la Contratación Pública Especial 
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Nº 01-MDC-2019-MDC.CS (primera convocatoria) en su récord respectivo; y, de ser así, sírvase remitir 
copia de la documentación que dicha empresa hubiere presentado para tales efectos. 
 
 
·         Sírvase informar el estado actual de las valorizaciones correspondientes a la Contratación Pública 
Especial Nº 01-MDC-2019-MDC.CS (primera convocatoria). 
 
 
 
 
(...)” (sic) 

 

6. Al respecto, mediante Memorando Nº D000114-2023-OSCE-SDOR presentado el 
2 de marzo de 2023 ante la Mesa de Partes Digital del Tribunal, la Subdirección de 
Operaciones Registrales señaló lo siguiente: 
 

“(...) el colaborador encargado de la atención de los trámites de récord de obras, 
indica que CONSTRUCCIÓN Y SERVICIOS LOGÍSTICOS S.A., con R.U.C. 
N° 20367062283, registra en el récord de obras la declaración del proceso 
Contratación Pública Especial Nº 01-MDC-2019-MDC.CS, desde julio 2019 hasta 
noviembre 2019, precisando que dichas declaraciones no eran automáticas sino 
que fueron realizadas a través del procedimiento de Declaración del Récord de 
Obras, habiendo sido declaradas vía web las correspondientes a julio, setiembre, 
octubre y noviembre 2019, y para agosto 2019 la referida empresa presentó el 
trámite N° 2019-15779006-TUMBES de regularización de récord de obras, el cual 
fue registrado por la Oficina Desconcentrada Tumbes, el mismo que se remite a su 
despacho -en formato PFD- con un total de cinco (5) páginas. 
 
Finalmente, el citado colaborador indica que respecto de las valorizaciones, la 
citada empresa declaró montos de valorización periódico desde agosto 2019 hasta 
noviembre 2019.” (sic) 

 
Además, adjuntó la solicitud de regularización de récord de obras del mes de 
agosto de 2019 [expediente Nº 2019-0089486] presentada por el Impugnante 
ante la Mesa de Partes ubicada en la Oficina Desconcentrada del OSCE ubicada en 
la ciudad de Tumbes. 

 

II. FUNDAMENTACIÓN: 
 

1. Es materia de análisis el recurso de reconsideración interpuesto por el Impugnante 
contra la Resolución que le impuso  cuarenta y dos (42) meses de inhabilitación 
temporal en sus derechos de participar en procedimientos de selección, 
procedimientos para implementar o extender la vigencia de los Catálogos 
Electrónicos de Acuerdo Marco y de contratar con el Estado, por su 
responsabilidad en la comisión de la infracción que estuviera tipificada en el literal 
j) del numeral 50.1 del artículo 50 de la Ley. 
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2. Como es de conocimiento, los recursos son mecanismos de revisión de actos 
administrativos3. En el caso específico de los recursos de reconsideración, lo que 
el administrado requiere es la revisión de la decisión ya adoptada, por parte de la 
misma autoridad que emitió el acto que impugna. Para tal efecto, el administrado 
somete a consideración de esa autoridad los nuevos elementos que considera 
atendibles y suficientes para revertir el sentido de la decisión adoptada. 

 
3. Cabe destacar que todo acto administrativo goza, por principio, de la presunción 

de validez. En ese contexto, el objeto de un recurso de reconsideración no es que 
vuelva a reeditarse el procedimiento administrativo que llevó a la emisión de la 
resolución recurrida, pues ello implicaría que el trámite de dicho recurso merezca 
otros plazos y etapas. Lo que busca la interposición del recurso, que es sometido 
al mismo órgano que adoptó la decisión impugnada sobre la base de las 
actuaciones procedimentales que se llevaron a cabo ante él, es advertirle de 
alguna deficiencia que haya tenido incidencia en su decisión, presentándole, para 
tal fin, elementos que no tuvo en consideración al momento de resolver.  

 
4. Si bien, un recurso de reconsideración presentado contra una resolución emitida 

por instancia única no requiere de una nueva prueba, igualmente resulta 
necesario que se le proporcione y/o indique a la autoridad cuya actuación se 
invoca nuevamente, cuáles son los elementos que ameritan cambiar el sentido de 
lo decidido (e incluso dejar sin efecto un acto administrativo premunido, en 
principio, de la presunción de validez), lo que supone algo más que una reiteración 
de los mismos argumentos que esencialmente fueron expuestos y evaluados 
durante el trámite que dio origen a la recurrida. 

 
Análisis sobre la procedencia del recurso de reconsideración 

 
5. El recurso de reconsideración en los procedimientos administrativos 

sancionadores a cargo de este Tribunal está regulado en el artículo 269 del 
Reglamento, el cual establece que dicho recurso debe ser interpuesto dentro de 
los cinco (5) días hábiles siguientes de notificada o publicada la respectiva 
resolución que impone la sanción, y resuelto en el término de quince (15) días 
hábiles improrrogables a partir de su presentación sin observaciones, o de la 
subsanación respectiva. 

 
6. Atendiendo a la norma antes glosada, así como a la revisión de la documentación 

obrante en autos, esta Sala aprecia que la Resolución fue notificada el 3 de febrero 

                                                
3  GUZMAN NAPURI, Christian. Manual del Procedimiento Administrativo General. Pacífico Editores, Lima, 2013. 

Pág. 605. 
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de 2023 a través del Toma Razón Electrónico ubicado en el portal institucional del 
OSCE; por lo que el Impugnante tenía hasta el 10 del mismo mes y año para 
presentar su recurso impugnativo. 
 

7. Así, dado que, en el presente caso, el recurso de reconsideración del Impugnante 
fue interpuesto el 10 de febrero de 2023, éste resulta procedente. 

 
Sobre los argumentos de la reconsideración 

 

8. Los recursos administrativos son mecanismos de revisión de los actos 
administrativos4. Para el caso específico de los recursos de reconsideración, lo que 
el administrado solicita es la revisión de la decisión ya adoptada, por parte de la 
misma autoridad que emitió el acto que impugna. Para tal efecto, el administrado 
somete a consideración de dicha autoridad los nuevos elementos que considera 
atendibles y suficientes para revertir el sentido de la decisión impugnada. 
 
En tal sentido, corresponde a este Colegiado evaluar, en base a la información 
aportada por el Impugnante, si existen o no los elementos de juicio suficientes que 
permitan generar convicción de que la resolución impugnada merece ser dejada 
sin efecto en alguno de sus extremos o en su conjunto, teniendo en cuenta para 
ello que todo acto administrativo goza de la presunción de validez, conforme lo 
dispone el artículo 9 del Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444, Ley del 
Procedimiento Administrativo General aprobado por el Decreto Supremo Nº 004-
2019-JUS, en adelante el TUO de la LPAG. 

 
9. En ese contexto, corresponde evaluar los elementos aportados por el Impugnante, 

a efectos de determinar si existe sustento suficiente para revertir, como pretende, 
el sentido de la decisión adoptada en la resolución recurrida, a través de la cual se 
le impuso sanción. 
 

10. Es el caso que, en su recurso de reconsideración, el Impugnante alegó que la 
Resolución no ha considerado que como parte de sus descargos y en audiencia 
pública supuestamente acreditó que las firmas y sellos consignados en los 
documentos cuestionados no le pertenecían; además, afirma que los sellos y 
firmas consignados en los anexos y en su documento nacional de identidad, 
difieren entre sí. 

 

                                                
4           Guzmán Napuri, Christian. Manual del Procedimiento Administrativo General. Pacífico Editores, Lima, 2013. 

Pág. 605. 
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11. Al respecto, cabe señalar que, en la resolución recurrida, el Colegiado expuso las 
razones por las que dichos argumentos no desvirtuaban los cargos imputados. Ello 
se puede apreciar de los numerales 2 al 7 de los fundamentos de la Resolución 
conforme se reproduce a continuación: 
 
     “(…) 

Cuestión Previa. 

 
2. En primer término, cabe recordar que mediante Decreto del 13 abril de 2022, se inició 

procedimiento administrativo sancionador contra los integrantes del Consorcio, 
entre ellos, a la empresa Construcción y Servicios Logísticos S.A., por la presentación 
de supuestos documentos falsos, consistentes en la Carta s/n del 20 de mayo de 2019 
emitida por la compañía AVLA Perú Compañía de Seguros S.A. (presentada por el 
Consorcio como Anexo N° 9 - Carta de referencia bancaria), el Anexo N° 1 - Carta de 
presentación de oferta , el Anexo N° 3 - Declaración Jurada (Art. 37.2 del 
Reglamento), el Anexo N° 5 - Oferta Económica del 21 de mayo de 2019 y el Anexo 
N° 8 - Contrato de Consorcio del 21 de mayo de 2019; documentación presentada 
como parte de su oferta.   

 
3. Es el caso que, como parte de los descargos de la empresa Construcción y Servicios 

Logísticos S.A. [a través de su representante legal, el señor Eduardo Sánchez Espejo] 
a las imputaciones efectuadas inicialmente mediante el referido Decreto del 13 abril 
de 2022, negó haberse registrado, suscrito y haber presentado la oferta en el 
procedimiento de selección, así como los Anexos Nº 1, 3, 5, 8 y 9 que formaron parte 
de la oferta del Consorcio. 

 
4. Dicha versión se aprecia según lo alegado en el escrito s/n presentado el 10 de mayo 

de 2022 ante la Mesa de Partes Digital del Tribunal, (y reiterado en audiencia 
pública), en el cual manifestó lo siguiente: 

 
“(…) 
Asimismo, REITERO que las firmas y sellos colocados en el ANEXO N° 1, 
referido a la “CARTA DE PRESENTACION DE OFERTA”, ANEXO N° 3, referido 
a la “DECLARACION JURADA”, ANEXO N° 5, referido a la “OFERTA 
ECONOMICA” y ANEXO N° 8, referido al “CONTRATO DE CONSORCIO”, NO 
corresponde a mí persona, NI a mí representada; tal como fue expresado 
oportunamente mediante correo electrónico de fecha 18 de julio de 2019. 
(…) 
La referida situación determina la INEXISTENCIA de una relación contractual, 
entre mi representada y el supuesto “CONSORCIO CAMPOLO”, toda vez que 
NO EXISTE una expresión de voluntad válida de conformar el consorcio, ni 
mucho menos una promesa válida al respecto. 

 
Es por ello, que corresponde EXCLUIR a mi representada “CONSTRUCCION Y 
SERVICIOS LOGISTICOS S.A.”, del presente PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
SANCIONADOR. 

 
1)  Es evidente a simple vista, la diferencia de las firmas consignadas en los anexos 

entre sí y con mi firma real; tal como se muestra a continuación: 
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2) Es evidente a simple vista, la diferencia en el sello consignado en los anexos, 
pues en ellos primero se ha consignado mis apellidos y luego mi nombre, de la 
siguiente manera: “SANCHEZ ESPEJO EDUARDO”: mientras que en el sello 
original y verdadero, primero se consigna mi nombre y luego mis apellidos, de 
la siguiente manera: “EDUARDO SANCHEZ ESPEJO”; tal como se muestra a 
continuación: 

(…) 
La referida situación, RATIFICA la falsedad de las firmas y sellos y determinan que mí 

representada NO tiene NINGUNA RESPONSABILIDAD, por lo que corresponde 
EXCLUIR a mi representada “CONSTRUCCION Y SERVICIOS LOGISTICOS S.A.”, 
del presente PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. 

(…)”. 

 
(El subrayado es agregado). 
 

Además, con escrito s/n presentado el 1 de febrero de 2022 ante la Mesa de Partes 
Digital del Tribunal, añadió que su representada no se registró como participante en 
el procedimiento de selección, sino que por el contrario según el Acta de Participantes 
y el Acta de Presentación, Admisión, Evaluación de Propuestas y Otorgamiento de 
Buena Pro obrante en el SEACE se advierte que la empresa Hércules Nemea Sociedad 
Anónima Cerrada - Hércules Nemea S.A.C. se registró como participante y presentó 
la oferta del Consocio. 

 
En ese sentido, alegó que las firmas y sellos que supuestamente le pertenecían y que 
obraban en los documentos bajo análisis, eran falsos. Asimismo, como evidencia de 
la inexistencia de su participación en los hechos denunciados, hizo referencia a la 
manifestación del Notario Público Alfonso De La Cruz Ríos, quien negó haber 
legalizado las firmas consignadas en los anexos antes señalados. 

 
5. Atendiendo a las referidas afirmaciones de la empresa Construcción y Servicios 

Logísticos S.A., y a efectos de contar con mayores elementos de convicción, este 
Colegiado por medio del decreto del 26 de enero de 2023 solicitó al Registro Nacional 
de Proveedores (RNP) del OSCE lo siguiente: 

 
 Sírvase informar si la empresa Construcción y Servicios Logísticos S.A. solicitó la 

Constancia de libre contratación, después de haberse adjudicado la buena pro 
de la Contratación Pública Especial Nº 01-MDC-2019-MDC.CS (primera 
convocatoria) al CONSORCIO CAMPOLO del cual supuestamente formó parte; de 
ser afirmativa la respuesta, remitir el expediente completo presentado por la 
empresa Construcción y Servicios Logísticos S.A. 

 

 Sírvase informar si la empresa Construcción y Servicios Logísticos S.A. efectuó, 
como ejecutor de obras, la declaración del récord de la obra derivada de la 
Contratación Pública Especial Nº 01-MDC-2019-MDC.CS (primera convocatoria) 
y en sus correspondientes porcentajes de participación. 

 
En respuesta a la consulta formulada, la Subdirección de Servicios de Información 
Registral y Fidelización del Proveedor, mediante Memorando Nº D000056-2023-
OSCE-SSIR informó lo siguiente: 
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(…) 
Con fecha 31.05.2019 se ha emitido la constancia de capacidad libre 
de contratación (CCLC) N°. 001931-2019 relacionada a la obra 
MUNICIPALIDAD DISTRITAL DE CASTILLA, PEC N° 1-2019-MDC.CS 
“Reparación de canal de drenaje en el (la) drenaje pluvial en los AA.HH. 
Campo Polo, Chiclayito, Juan Pablo II, Gonzales Prada y Urb. San 
Bernardo en la localidad Castilla, distrito de Castilla, provincia Piura, 
departamento Piura. Código unificado 2397095”, en la sede de la 
Oficina Desconcentrada de Piura; de acuerdo a lo señalado en el 
proveído N° 000098-2023/ODE PIURA dicha oficina adjunta el 
expediente de emisión de la constancia de capacidad libre de 
contratación N°. 001931-2019. Asimismo, se informa que dicha 
constancia, fue emitida después de la fecha del consentimiento 
(29.05.2019) y antes del perfeccionamiento del contrato ocurrido en 
fecha 07.06.2019, según lo publicado en el SEACE. 
 
Asimismo, se informa que la empresa Construcción y Servicios 
Logísticos S.A con RUC N° 20367062283 en el récord de obra del mes 
07/2019, 08/2019, 09/2019, 10/2019 y 11/2019 figura la declaración 
del procedimiento PEC N° 1-2019-MDC.CS convocado por la 
MUNICIPALIDAD DISTRITAL DE CASTILLA, donde figura el monto 
contratado de acuerdo a su porcentaje de participación del 50% (S/. 
2 245 000.00). 
(…)”. 

 

     (El resaltado es agregado). 

 
Asimismo, adjunta copia del Expediente del Tramite N° 2019-14950352 – PIURA, en 
la cual obra la siguiente documentación: 

 
Imagen Nº 1: Constancia de Capacidad Libre Contratación Nº 001931-2019 a 
nombre de la empresa Construccion y Servicios Logísticos S.A. 

 
Imagen Nº 2: Solicitud para la expedición de constancia de no estar inhabilitado 
o suspendido para contratar con el Estado o de Capacidad Libre Contratación, 
suscrito por la empresa Construccion y Servicios Logísticos S.A. 
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Al respecto, cabe traer a colación el artículo 20 del Reglamento en el cual se establece 
que “La constancia de capacidad libre contratación es el documento expedido por el 
OSCE que acredita el monto no comprometido de la capacidad máxima de 
contratación hasta por el cual puede contratar un ejecutor de obras”. 

 
Por su parte, el numeral 7.5 del Acápite VII. de la Directiva Nº 013-2016-OSCE/CD 
aprobado mediante Resolución N° 020-2016-OSCE-PRE “Procedimiento de 
expedición de las constancias de no estar inhabilitado o suspendido para contratar 
con el Estado, capacidad libre de contratación e informativa de no estar inhabilitado 
o suspendido en el Registro Nacional de Proveedores (RNP)” establece que “(…) la 
Constancia de capacidad libre de contratación, pueden ser solicitada únicamente 
por el proveedor ganador de la buena pro, su representante o apoderado, según 
sea el caso, que figure en la base de datos del RNP (…)”.  
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En ese mismo sentido, el numeral 7.11 del citado acápite establece que “Cuando el 
ganador de la Buena Pro sea un consorcio, cada uno de sus integrantes debe tramitar 
la constancia de no estar inhabilitado o suspendido para contratar con el Estado y la 
constancia de capacidad libre de contratación, según corresponda (…)”. 

 
6. En tal sentido, de la información proporcionada por el RNP del OSCE, contrariamente 

a lo alegado por la empresa Construcción y Servicios Logísticos S.A. con motivo de sus 
descargos; este Colegiado ha alcanzado convicción de que dicha empresa sí integró 
el Consorcio Campolo, el cual presentó su oferta en el marco del procedimiento de 
selección, toda vez que, de la información y documentación remitida por la 
Subdirección de Servicios de Información Registral y Fidelización del Proveedor se 
corrobora que dicha empresa solicitó y obtuvo la constancia de capacidad libre de 
contratación (CCLC) N° 001931-2019 relacionada al procedimiento de selección, y 
que además, en su récord de obra del mes de julio a noviembre de 2019 se consigna 
la declaración del procedimiento de selección con una participación del 50% (S/2,245 
000.00); información que se condice con la consignada en el Anexo N° 8 - Contrato 
de Consorcio del 21 de mayo de 2019, el cual se reproduce a continuación, en la parte 
pertinente: 

 

 
 
7. Por los fundamentos expuestos, ha quedado acreditada la participación de la 

empresa Construccion y Servicios Logísticos S.A. en el procedimiento de selección, 
como parte del Consorcio, y en consecuencia, no resulta amparable lo argumentado 
por aquella con ocasión de sus descargos. 

(…)” (sic) 
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12. Nótese así que, contrariamente a lo alegado por el Impugnante, en la resolución 
recurrida sí se analizó y valoró adecuadamente sus argumentos de defensa, 
referidos a la negativa de haber suscrito los documentos cuestionados. 

 
13. Ahora bien, en su recurso de reconsideración, el Impugnante también ha alegado 

que la Resolución recurrida no realiza un adecuado análisis ni fundamentación 
para determinar que su representada si formó parte del Consorcio, máxime si la 
firma consignada en la documentación remitida por la Subdirección de Servicios 
de Información Registral y Fidelización del Proveedor, es igual a la que figura en 
los documentos cuestionados. 

 

Asimismo, en audiencia pública mencionó que el registro de la ejecución de la obra 
derivada del procedimiento de selección habría sido consignada en su récord de 
obra de manera automática por el OSCE. 

 
14. Al respecto, este Colegiado estimó necesario solicitar al Registro Nacional de 

Proveedores información respecto al procedimiento a través del cual los 
proveedores del Estado realizaban el registro del récord de obra, y si éste, en 
efecto, se efectúa de manera automática sin mediar declaración expresa por parte 
de aquellos, y sobre si el Impugnante siguió algún procedimiento mediante el cual 
haya declarado el récord de la obra derivada del procedimiento de selección.  

 
15. Ante dicha consulta, la Subdirección de Operaciones Registrales por medio del 

Memorando Nº D000114-2023-OSCE-SDOR informó lo siguiente: 
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Al respecto, de lo manifestado por la Subdirección de Operaciones Registrales 
del OSCE, se tiene que el procedimiento de declaración del récord de ejecución 
y consultoría de obras en el Registro Nacional de Proveedores (RNP) se encuentra 
regulado por la Directiva N° 012-2016-OSCE/CD, en cuyo numeral 8.1.3 del 
artículo 8 se establece que para la declaración del récord, el ejecutor o consultor 
de obras debía ingresar a la página web del OSCE sección RNP: 



 

 

 
 

 

Tribunal de Contrataciones del Estado 

Resolución Nº 1205 -2023-TCE-S5 

 

Página 18 de 32 

 

http://portal.osce.gob.pe/rnp/, seleccionar el enlace “Operaciones en Línea – 
Con Clave RNP” y la opción “trámites en línea, donde deberá consignar su 
número de RUC y clave RNP. 

Posterior a ello, en la sección “récord de obras” se encontraba el módulo de 
declaración de récord de ejecución y consultoría de obras, en dicha opción se 
debía efectuar la declaración mensual del récord de ejecución y consultoría de 
obras dentro del plazo establecido y, de ser el caso, la rectificación no sustancial; 
siendo que, el plazo para la declaración del récord debía efectuarse dentro de los 
primeros diez (10) días hábiles del mes siguiente de la suscripción del contrato o 
valorización. 

 
16. Asimismo, la Subdirección de Operaciones Registrales del OSCE informó que 

“(...)CONSTRUCCIÓN Y SERVICIOS LOGÍSTICOS S.A, con R.U.C. N° 20367062283, 
registró en el récord de obras la declaración del proceso Contratación Pública 
Especial Nº 01-MDC-2019-MDC.CS, desde julio 2019 hasta noviembre 2019, 
precisando que dichas declaraciones no eran automáticas sino que fueron 
realizadas a través del procedimiento de Declaración del Récord de Obras, 
habiendo sido declaradas vía web las correspondientes a julio, setiembre, octubre 
y noviembre 2019 (...)” (sic) [El resaltado es agregado] 

 
17. En tal sentido, de lo manifestado por la Subdirección de Operaciones Registrales 

del OSCE se desvirtúa claramente lo alegado por el Impugnante en el extremo 
referido a que el registro del récord de ejecución de obras se realizaba de manera 
automática, sin la exigencia de declaración y/o manifestación expresa por parte 
suya. Por ende, resulta claro que el Impugnante entra en contradicción, al 
cuestionar por un lado la veracidad de su firma en los documentos del 
procedimiento de selección y negando su participación en el mismo; y, por otro 
lado, al declarar ante el RNP que sí participó en la ejecución de la obra derivada 
de dicho procedimiento.  

 
Aunado a ello, y de la revisión del sistema, se observa que se encuentra publicado 
el Manual del Usuario el cual detalla entre otros, el acceso al sistema del módulo 
de récord de obras, y el registro del récord de ejecución de obras, tal como se 
aprecia de la siguiente reproducción: 
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A mayor abundamiento, se reproduce los gráficos correspondientes a los 
mencionados rubros, a modo de ejemplo:  
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18. En consecuencia, queda claro que el Impugnante tuvo la alternativa y potestad de 

registrar la ejecución de la obra efectuada en el marco del procedimiento de 
selección durante los meses de julio, setiembre, octubre y noviembre 2019, y 
enviar dicha información a la base de datos del OSCE [antes Consucode] a fin que 
sea consignado en su reporte de récord de ejecución de obra; asimismo, de los 
gráficos antes reproducidos se aprecian las distintas etapas y confirmación de 
información por parte del Impugnante, necesarias para el registro de la ejecución 
de la obra en cuestión.  

 

19. Aunado a ello, cabe mencionar que la Subdirección de Operaciones Registrales del 
OSCE a su vez informó lo siguiente: “(...) para agosto 2019 la referida empresa 
presentó el trámite N° 2019-15779006-TUMBES de regularización de récord de 
obras, el cual fue registrado por la Oficina Desconcentrada Tumbes (...) 
Finalmente, el citado colaborador indica que respecto de las valorizaciones, la 
citada empresa declaró montos de valorización periódico desde agosto 2019 
hasta noviembre 2019.” (sic) [El resaltado es agregado] 
 
A mayor detalle, se reproduce la solicitud de regularización de récord de obras del 
mes de agosto de 2019 [expediente Nº 2019-0089486] presentada por el 
Impugnante ante la Mesa de Partes ubicada en la Oficina Desconcentrada del 
OSCE ubicada en la ciudad de Tumbes, en la cual se aprecia claramente la firma y 
sello del representante del Impugnante: 
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20. Dicho ello, no es posible alegar desconocimiento o negar el registro de la ejecución 
de la obra por parte del Impugnante, toda vez que aquella se debía realizar una 
vez ingresado su usuario y contraseña, información confidencial y de 
responsabilidad por parte de los proveedores del Estado; además, el sistema 
requería de confirmación en cada etapa del registro y una vez culminado, se 
remitía a la base de datos del OSCE para que, se consigne en su reporte de récord, 
situación que se evidenció de lo informado por la Subdirección de Servicios de 
Información Registral y Fidelización del Proveedor, mediante Memorando 
Nº 0000056-2023-OSCE-SSIR, tal como se detalló en el fundamento 5 de la 
Resolución recurrida [véase 11]. 
 
En consecuencia, se evidencia que, en la Resolución recurrida, se han motivado 
debidamente las cuestiones relacionadas a la valoración de los elementos que 
determinaron su participación en el procedimiento de selección. Por ello, no 
corresponde acoger los argumentos formulados por el Impugnante. 
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21. De otro lado, se tiene que el Impugnante con ocasión de la audiencia pública, ha 
cuestionado la imposición de sanción en su contra, argumentando que el Tribunal 
ha incurrido en contradicción al haber señalado que la Contrato de Consorcio 
constituye un documento falso y que por ello no es posible efectuar el análisis de 
individualización de responsabilidad administrativa, cuando aquel fue presentado 
como parte de la solicitud de Constancia de libre contratación y habría acreditado 
su participación en el procedimiento de selección. 

 
22. En relación con ello, cabe anotar que la Resolución recurrida, en sus fundamentos 

19 al 23, ha desarrollado ampliamente sobre la vulneración del principio de 
presunción veracidad respecto de la Contrato de Consorcio; tal como se aprecia a 
continuación: 

 
“(...) 
Respecto de la supuesta falsedad o adulteración consistente en los documentos 
detallados en los literales del b), d) y e) del fundamento 8. 
 
19. En el presente caso, se ha cuestionado la veracidad de los siguientes 

documentos: 

(...) 
 Anexo N° 8 - Contrato de Consorcio del 21 de mayo de 2019, presuntamente 

firmado, entre otros, por el señor Eduardo Sánchez Espejo y cuya firma se 
encuentra legalizada por el señor Alfonso De la Cruz Ríos. 

 
20. De la revisión de la documentación obrante en el presente expediente, se 

aprecia que, en el marco de la verificación posterior efectuada sobre la oferta 
del Consorcio, mediante Carta Nº 069-2019-MDC-GAYF-SGL5 del 28 de agosto 
de 2019, la Entidad solicitó al Notario de Lima Alfonso De La Cruz Ríos, que 
confirme la veracidad de legalización de firma efectuadas en el Anexo N° 1 - 
Carta de presentación de oferta, Anexo N° 5 - Oferta Económica y en el Anexo 
N° 8 - Contrato de Consorcio del 21 de mayo de 2019. 

 
Asimismo, se aprecia que, mediante Carta Nº 06-2019-NDLC-B-S6 del 2 de 
setiembre de 2019, el Notario de Lima Alfonso De La Cruz Ríos, en atención a la 
solicitud efectuada por la Entidad, señaló lo siguiente:   

  

                                                
5  Obrante a folios 35 del Expediente administrativo. 
6  Obrante a folios 35 del Expediente administrativo. 
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21. Conforme a lo ya evidenciado, resulta pertinente señalar que para determinar 

la falsedad de un documento, este Tribunal ha sostenido en reiterados y 
uniformes pronunciamientos emitidos7, que resulta relevante valorar la 
declaración efectuada por el supuesto agente emisor y/o suscriptor del 
documento cuestionado, manifestando no haberlo expedido, no haberlo 
suscrito o haberlo efectuado en condiciones distintas a las expresadas en el 
documento objeto de análisis. 

 
Teniendo en consideración ello, en el caso concreto se cuenta con la declaración 
del Notario que supuestamente legalizó las firmas consignadas en el documento 
objeto de análisis, el señor Alfonso De La Cruz Ríos, quien desconoce haber 
realizado dicha actuación notarial, precisando que la firma y los sellos utilizados 
no le pertenecen, lo que permite verificar que los documentos detallados en los 
literales b), d) y e) en el fundamento 8 son documentos falsos. 

 
22. En tal sentido, resulta pertinente tener presente que a fin de analizar la 

responsabilidad administrativa por la presentación de documentación falsa o 
adulterada, el proveedor siempre es el responsable de garantizar la veracidad 
de los documentos que presenta ante la Entidad como parte de su oferta con 
ocasión de un procedimiento de contratación, por lo cual asume 
responsabilidad por la comisión de la infracción en un procedimiento 
sancionador, sin perjuicio que el autor material puede ser identificado en la 
esfera corporativa interna del proveedor. 

 
Esto obliga a que los administrados sean diligentes en cuanto a la verificación 
de la autenticidad, veracidad y fidelidad de los documentos y de la información 
que presentan ante las entidades; lo que, por lo demás, constituye una 

                                                
7  Resoluciones N° 2531-2016-TCE-S4, N° 1139-2016-TCE-S4, N° 468-2016-TCE-S4, N° 603-2014-TC-S3, N° 629-2014-TC-S3, N° 

273-2014-TC-S2, N° 284-2014-TC-S2, Nº 1412-2009-TC-S3, Nº 1453-2009-TC-S3, Nº 1232-2009-TC-S3, Nº 1820-2009-TC-S3, 
y Nº 2834-2009-TC-S3, entre otras. 
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obligación que forma parte de sus deberes como administrados y le da 
contenido al principio de corrección y licitud que rigen sus actuaciones con la 
Administración. En consecuencia, dado que en atención al “principio de 
causalidad” todo administrado es responsable de la veracidad de los 
documentos presentados ante la Entidad. 

 
Teniendo presente lo anterior, cabe señalar que, en el presente caso, se aprecia 
negligencia respecto del deber de comprobación de la veracidad, de manera 
previa a su presentación ante la Entidad, de la documentación sucedánea y de 
cualquier otra información que se ampare en la presunción de veracidad, deber 
que le corresponde a los integrantes del Consorcio. 

 
23. Por lo tanto, conforme a la documentación e información obrante en el 

expediente administrativo, este Colegiado considera que se ha configurado la 
infracción tipificada en el literal j) del numeral 50.1 del artículo 50 de la Ley, 
consistente en la presentación a la Entidad de documentación falsa; respecto 
de los documentos detallados en los literales b), d) y e) detallados en el 
fundamento 8.” 

 
23. Nótese así que, el Anexo Nº 8 - Contrato de Consorcio del 21 de mayo de 2019, 

presuntamente firmado, entre otros, por el señor Eduardo Sánchez Espejo y cuya 
firma se encuentra legalizada por el Notario Público señor Alfonso De la Cruz Ríos; 
constituyó un documento falso en virtud –únicamente– a la declaración de este 
último, quien negó haber legalizado las firmas consignadas en dicho documento, 
y no así a la firma de los integrantes del Consorcio. 

 
24. Dicho ello, es necesario indicar que, este Tribunal ha reiterado en diversas 

resoluciones8 expedidas en materia sancionadora que, para demostrar la 
configuración de los supuestos de hecho de falsedad o adulteración de un 
documento cuestionado, infracción tipificada en el literal j) del numeral 50.1 del 
artículo 50 de la Ley, debe acreditarse (i) que éste no haya sido expedido por el 
órgano emisor correspondiente, o (ii) que no haya sido firmado por quien aparece 
como suscriptor, o (iii) que, siendo válidamente expedido, haya sido adulterado 
en su contenido. 

 
Siendo así, en el presente caso, se cuenta con el pronunciamiento expreso del 
Notario Público señor Alfonso De la Cruz Ríos presunto suscriptor de Anexo Nº 8 – 
Contrato de Consorcio quien –mediante Carta Nº 06-2019-NDLC-B-S del 2 de 
setiembre de 2019– ha manifestado expresamente que no legalizó las firmas 
consignadas en el documento en cuestión, configurándose con ello el tipo 

                                                
8  Resoluciones N° 2531-2016-TCE-S4, N° 1139-2016-TCE-S4, N° 468-2016-TCE-S4, N° 603-2014-TC-S3, N° 629-

2014-TC-S3, N° 273-2014-TC-S2, N° 284-2014-TC-S2, Nº 1412-2009-TC-S3, Nº 1453-2009-TC-S3, Nº 1232-
2009-TC-S3, Nº 1820-2009-TC-S3, y Nº 2834-2009-TC-S3, entre otras. 
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infractor correspondiente a la presentación de documentación falsa, tipificada en 
el literal j) del numeral 50.1 del artículo 50 de la Ley. 

 
En consecuencia, se evidencia que, en la Resolución recurrida, se ha motivado 
debidamente la cuestión relacionada a la valoración de los elementos que 
determinaron la falsedad del contrato de consorcio materia de análisis, en virtud 
de lo manifestado por el Notario Público señor Alfonso De la Cruz Ríos, cuya 
legalización se consigna en el anexo antes detallado. 

 
25. Aunado a ello, se tiene que en los fundamentos de la Resolución recurrida se 

abordó la imposibilidad de individualizar responsabilidad administrativa respecto 
de los integrantes del Consorcio; tal como se aprecia a continuación: 

 
             “(…) 

Sobre la posibilidad de individualizar la responsabilidad administrativa. 
 
27. De manera previa a determinar la sanción administrativa a imponerse, resulta 

necesario tener presente que, en el artículo 258 del  Reglamento, se prevé que 
las infracciones cometidas por un consorcio durante el procedimiento de 
selección y la ejecución del contrato, se imputan a todos los integrantes del 
mismo, aplicándose a cada uno de ellos la sanción que le corresponda, salvo 
que, por la naturaleza de la infracción, la promesa formal, contrato de 
consorcio, o el contrato celebrado con la Entidad, pueda individualizarse la 
responsabilidad, además que, la carga de la prueba de la individualización 
corresponde al presunto infractor. 

 
En ese sentido, a efectos de determinar la sanción a imponerse en virtud de los 
hechos reseñados, en el presente caso corresponde dilucidar, de forma previa, 
si es posible imputar a uno de los integrantes del Consorcio la responsabilidad 
por los hechos expuestos, siendo que la imposibilidad de individualizar dicha 
responsabilidad determinaría que todos los miembros del consorcio asuman las 
consecuencias derivadas de la infracción cometida. 

 
28. Considerando lo expuesto, corresponde a este Colegiado evaluar, al amparo de 

las disposiciones legales vigente al momento de los hechos, la posibilidad de 
individualización de la responsabilidad administrativa, para lo cual se procederá 
a verificar, inicialmente, la documentación obrante en el expediente. 

 
29. Sobre el particular, obra en autos el Anexo N° 8 – Contrato de Consorcio del 21 

de mayo de 2019, cuya falsedad ha sido corroborada toda vez que el Notario 
Público señor Alfonso De la Cruz Ríos, negó haber legalizado las firmas 
consignadas en dicho documento (véase fundamentos 22 y 23). 

 
30. Dicho ello, cabe anotar que, en el Acuerdo de Sala Plena N° 005-2017/TCE, se 

establece que para que individualizar la responsabilidad administrativa, no solo 
es necesario que contrato de consorcio no tenga contradicciones en su 
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contenido ni presente incoherencias con otros elementos fácticos y probatorios; 
sino que además aquella debe ser veraz en su contenido, por lo que, al contener 
una legalización notarial falsa, no procede considerar dicho documento para 
efectos de una eventual individualización de responsabilidades. 

 
Sin perjuicio de lo anterior, cabe acotar que, de la revisión de las obligaciones 
asignada a cada uno de los consorciados, no se advierte que ninguno de ellos 
en particular haya asumido la responsabilidad exclusiva por los documentos 
determinados como falsos, conforme se aprecia de la siguiente imagen: 

 

 
 
31. Por consiguiente, en el presente caso, no es posible la individualización de la 

responsabilidad en alguno de los integrantes del Consorcio; prevaleciendo la 
responsabilidad solidaria por la presentación de documentación falsa. 

      (…)” (sic) 

 
26. Ahora bien, cabe precisar que el numeral 13.3 del artículo 13 de la Ley, concordado 

con el artículo 220 del Reglamento, establecen que las infracciones cometidas por 
un consorcio durante el procedimiento de selección y la ejecución del contrato, 
se imputan a todos sus integrantes de manera solidaria, aplicándose a cada uno 
de ellos la sanción que le corresponda, salvo que, por el contrato de consorcio, 
pueda individualizarse la responsabilidad, en cuyo caso se aplica la sanción 
únicamente al consorciado que la cometió, siendo que la carga de la prueba de la 
individualización corresponde al presunto infractor. 
 
En este punto, cabe indicar que de acuerdo al Acuerdo de Sala Plena N° 05-
2017/TCE, de fecha 25 de agosto de 2017, publicado en el Diario Oficial “El 
Peruano” el 29 de setiembre de 2017, se estableció que, a efectos de analizar la 
promesa formal de consorcio, no corresponde efectuar la individualización de 
responsabilidad en base al contrato de consorcio no auténtica ni veraz, situación 
que no ocurre en el presente caso, dado que uno de los suscriptores –el Notario 
Público señor Alfonso De la Cruz Ríos, negó haber legalizado las firmas consignadas 
en dicho documento, demostrándose de esa manera que dicha promesa formal 
de consorcio no es un documento veraz ni auténtico. 
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Aunado a lo expuesto, y conforme se expresó en la resolución recurrida, aun 
cuando se considerara el análisis de dicho documento, “de la revisión de las 
obligaciones asignada a cada uno de los consorciados, no se advierte que ninguno 
de ellos en particular haya asumido la responsabilidad exclusiva por los 
documentos determinados como falsos”. 

 
27. En tal sentido, este Colegiado advierte que los argumentos alegados por el 

Impugnante no resultan amparables.  
 

28. Por lo expuesto, atendiendo a que en el recurso de reconsideración no se han 
aportado elementos de juicio por cuya virtud deba modificarse la decisión que se 
adoptó en la resolución recurrida ni se han desvirtuado los argumentos expuestos 
por los cuales fue sancionado el Impugnante; corresponde declarar infundado el 
recurso interpuesto, confirmándose todos los extremos de la Resolución N° 0556-
2023-TCE-S5 del 3 de febrero de 2023 y, por su efecto, debe ejecutarse la garantía 
presentada para la interposición del recurso de reconsideración, debiendo 
disponerse que la Secretaría del Tribunal registre la sanción en el módulo 
informático correspondiente. 

 
Por estos fundamentos, de conformidad con el informe del Vocal ponente Steven 

Aníbal Flores Olivera y la intervención de los Vocales Danny William Ramos Cabezudo y 
Christian César Chocano Davis, atendiendo a la conformación de la Quinta Sala del 
Tribunal de Contrataciones del Estado, según lo dispuesto en la Resolución Nº D000090-
2022-OSCE-PRE del 21 de mayo de 2022, publicada el 23 del mismo mes y año en el 
Diario Oficial El Peruano, en ejercicio de las facultades conferidas en el artículo 59 del 
Texto Único Ordenado de la Ley N° 30225, Ley de Contrataciones del Estado, aprobado 
por el Decreto Supremo N° 082-2019-EF, así como los artículos 20 y 21 del Reglamento 
de Organización y Funciones del OSCE, aprobado por el Decreto Supremo N° 076-2016-
EF del 7 de abril de 2016; analizados los antecedentes y luego de agotado el debate 
correspondiente, por unanimidad; 

 
LA SALA RESUELVE 
 
1. Declarar INFUNDADO el recurso de reconsideración interpuesto por la empresa 

CONSTRUCCIÓN Y SERVICIOS LOGÍSTICOS S.A. (con R.U.C. N° 20367062283) 
contra la Resolución N° 0556-2023-TCE-S5 del 3 de febrero de 2023, la cual se 
confirma en todos sus extremos, por lo fundamentos expuestos.  
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2. Ejecutar la garantía presentada por la interposición del recurso de 
reconsideración. 

 
3. Poner la presente Resolución en conocimiento de la Secretaría del Tribunal para 

que registre la sanción en el módulo informático correspondiente. 
 

4. Dar por agotada la vía administrativa y archivar el presente expediente. 
 

Regístrese, comuníquese y publíquese. 

 

 
ss. 
Ramos Cabezudo. 
Flores Olivera. 
Chocano Davis. 
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